
1

Equidad Desarro. issn 1692-7311 • e-issn: 2389-8844 • n.º 48 • mayo-agosto del 2026

Cómo citar este artículo: Hernández Rodríguez, A., Rueda Rodríguez, H. F. y Mendoza Salazar, 
D. M. (2026). Pago por Servicios Ambientales en la cuenca del río Otún, Risaralda. Equidad y 
Desarrollo, (48), e5506. https://doi.org/10.19052/eq.vol1.iss48.5506

Fecha de recibido: 15 de octubre del 2025 
Fecha de aprobado: 14 de abril del 2026

*	 Investigación desarrollada a partir de la tesis de maestría titulada Incidencia del Decreto 
870 de 2017 en los predios de las familias campesinas beneficiarias asentadas en la cuenca del 
rio Otún, departamento de Risaralda de la Universidad Nacional de Colombia.

**	 Magíster en Medio Ambiente y Desarrollo. Ingeniera Ambiental y Sanitaria. Universidad 
del Valle. Correo electrónico: alejandra.hernandez.rodriguez@correounivalle.edu.co. orcid: 
https://orcid.org/0000-0003-1542-0190

***	 Doctor en Ciencias Ambientales. Magíster en Ciencias Organizacionales. Ingeniero 
Industrial. Correo electrónico: hector.fernando.rueda@correounivalle.edu.co. orcid: http://
orcid.org/0000-0001-7998-0328 

****	Doctora en Ciencias Ambientales. Magíster en Antropología. Licenciada en Historia. 
Universidad del Valle. Correo electrónico: diana.m.mendoza@correounivalle.edu.co. orcid: 
https://orcid.org/0000-0002-5046-620X 

https://doi.org/10.19052/eq.vol1.iss48.5506

Pago por Servicios Ambientales en la cuenca 
del río Otún, Risaralda*

Alejandra Hernández Rodríguez**

Héctor Fernando Rueda Rodríguez***

Diana Marcela Mendoza Salazar****

Pago por Servicios 
Ambientales; 
ecosistemas 
estratégicos; cuenca; 
agroecología.

Q56, Q57, Q58

Clasificación jel:

Palabras clave: Resumen

El Pago por Servicios Ambientales (psa) en Colombia 
surge con el Acuerdo de Paz del 2016 y busca involucrar 
a las comunidades rurales en la mitigación del deterioro 
ambiental de ecosistemas estratégicos a cambio de una 
compensación por su labor; sin embargo, los proyectos 
enfrentan desafíos en su ejecución. La investigación 
propone analizar la incidencia de los psa en los benefi-
ciarios ubicados en la cuenca del río Otún, en Risaralda, 
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mediante la Metodología del Marco Lógico (mml) y el 
enfoque inductivo, a partir de la exploración empíri-
ca del territorio. Para ello, se recolecta información 
mediante entrevistas estructuradas a los actores involu-
crados. Los resultados reflejan cambios sustanciales en 
las actividades productivas de los beneficiarios, con el re-
emplazo de la ganadería, los monocultivos y la minería 
por prácticas como la agroecología, la apicultura y los 
cultivos ancestrales, entre otros; sin embargo, existen fa-
lencias que amenazan su continuidad y que es necesario 
subsanar, ya que la estrategia ha sido exitosa y tiene un 
gran potencial.

Payment for Environmental Services in the 
Otún river basin, Risaralda

Abstract

Payment for Environmental Services (pes) in Colombia 
emerged with the 2016 Peace Agreement, aiming to en-
gage rural communities in mitigating the environmental 
degradation of strategic ecosystems in exchange for fi-
nancial compensation for their work. However, these 
projects face challenges in their implementation. This 
research aims to analyze the impact of pes on beneficia-
ries located in the Otún River basin in Risaralda, using a 
logical framework and inductive approach, and collects 
information through structured interviews with parti-
cipants. The results reflect substantial changes in the 
beneficiaries’ productive activities, replacing livestock 
farming, monocultures, and mining with agroecology, 
beekeeping, and ancestral crops, among others. Howe-
ver, there are shortcomings that threaten their continuity, 
which are worth addressing, as the pes strategy has been 
successful and has great potential.
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Introducción

La humanidad enfrenta actualmente diversos retos en materia ambiental que 
intensifican la necesidad de implementar estrategias que permitan reducir la 
destrucción de los ecosistemas, con el fin de garantizar la calidad y disponibilidad 
de los servicios ambientales que proveen y que sustentan la economía y el 
bienestar de los seres humanos. En tal sentido, la Agenda 2030 pone sobre la 
mesa la necesidad de cumplir con los 17 objetivos de desarrollo sostenible (ods) 
que postula el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe [cepal], 2018), en la que el Pago por 
Servicios Ambientales (psa) cobra importancia, ya que surge como una alternativa 
que busca involucrar a las comunidades rurales en la conservación de ecosistemas 
estratégicos, a través de un incentivo económico que puedan invertir en proyectos 
productivos sostenibles y que permita reducir las presiones sobre el uso del suelo 
y así garantizar la disponibilidad de los servicios ambientales que prestan dichos 
ecosistemas a la comunidad en general (Decreto Ley 870, 2017).

Centroamérica concentra la mayoría de las experiencias y avances en la im-
plementación de los psa a nivel general. Costa Rica es quizás el país que más 
ha logrado incorporar en su economía los esquemas de psa, al centrarse en el 
fortalecimiento del ecoturismo y en la conservación de los ecosistemas (Wunder 
et al. 2020), lo que ha permitido aumentar su cobertura forestal del 21 % en 1987 
a 52,4 % en el 2013, y direccionar alrededor de 30 millones de dólares anuales a 
las comunidades indígenas y rurales que sustentan las labores de conservación 
(Sánchez y Navarrete, 2017).

Por otro lado, el cultivo de café de sombra en Brasil y El Salvador ha permitido 
que las comunidades obtengan un producto de mayor calidad y valor, con un 
bajo impacto ambiental, al reducir el uso de plaguicidas y fertilizantes, mientras 
conservaban los bosques que cubren sus cultivos. En el caso de El Salvador, se 
logró consolidar el Corredor Biológico Mesoamericano, buscando conservar la 
biodiversidad y funcionar como un sumidero de carbono (Cuellar et al., 1999); 
mientras que, en Brasil, las familias beneficiadas aumentaron sus ingresos en un 
300 % (Reed, 2021).

Ante los casos de estrés y contaminación hídrica, se resaltan las experiencias de 
Nueva York (Estados Unidos) y de Pimampiro (Ecuador), en donde se establecie-
ron acuerdos entre las empresas de servicios públicos de agua y las comunidades 
ubicadas en los predios abastecedores del recurso, para garantizar la cantidad y 
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calidad del agua, financiados a través de la fijación de una tarifa de consumo a los 
usuarios (Trujillo, 2016; Landell-Mills y Porras, 2002).

Mientras que, en Colombia, los psa surgen a partir de la firma del Acuerdo de 
Paz en el 2016 entre el Gobierno nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia, Ejército del Pueblo (farc-ep), como estrategia para frenar la expan-
sión de la frontera agrícola de la mano de las comunidades rurales, incentivándolas 
a desarrollar proyectos productivos afines con la conservación de los ecosistemas 
(Decreto Ley 870, 2017).

Su implementación se reglamentó mediante el Decreto Ley 870 de 2017, y se 
desarrolla actualmente a través del programa BancO2, propuesto por la Corpo-
ración Masbosques, la cual recauda los recursos y los distribuye. Se ejecuta bajo 
cinco líneas de conservación enfocadas en la conservación de la biodiversidad, la 
protección de los recursos hídricos, la reducción de gases de efecto invernadero 
(gei) y la construcción de guarderías de coral (BancO2, s. f.a).

Sin embargo, el histórico abandono estatal que experimentan las comunidades 
rurales pone en riesgo la continuidad de este tipo de proyectos, teniendo en cuenta 
que la normatividad no estipula ningún tipo de obligatoriedad en la financiación, 
y que las familias beneficiarias enfrentan situaciones económicas complejas, lo 
que las sitúa en un escenario de vulnerabilidad que termina por trasladarse al 
proyecto en sí.

En tal sentido, la presente investigación busca analizar la incidencia que ha 
tenido la implementación de los proyectos de psa en la cuenca del río Otún, loca-
lizada en el departamento de Risaralda, teniendo en cuenta que la cuenca resalta 
por su enorme riqueza ecológica, al albergar seis áreas protegidas y tres Reservas 
Naturales de la Sociedad Civil, lo que le da una especial relevancia a nivel am-
biental (Corporación Autónoma Regional de Risaralda [carder] y Universidad 
Católica de Pereira, 2019).

El estudio se desarrolla a partir del uso de la metodología inductiva, sustentada 
en la recolección y análisis de información cualitativa, a través de la ejecución 
de entrevistas estructuradas a los actores involucrados en la ejecución de los 
proyectos de psa que tienen lugar en el área de estudio, y contrasta los hallazgos 
obtenidos con lo que estipula el Decreto Ley 870 de 2017, respecto al funcio-
namiento de los proyectos, el valor económico de los incentivos y, en general, los 
parámetros que establece para su correcta implementación.

Lo anterior se propone con el fin de exponer los resultados que ha logrado esta 
iniciativa desde la firma del Acuerdo de Paz en el área de estudio, identificar las di-
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ficultades que enfrenta y las perspectivas de los beneficiarios y funcionarios de las 
instituciones involucradas, y contribuir al fortalecimiento del incentivo, teniendo 
en cuenta que esta estrategia no solo ha sido exitosa en otros países, sino que tiene 
un enorme potencial en un país como Colombia. En este contexto, en el país se 
concentra el 10 % de la diversidad biológica planetaria, pero el 50 % de los eco-
sistemas se encuentran amenazados de manera crítica por los cambios en los usos 
del suelo, la expansión de la frontera agrícola y el cambio climático (Instituto de 
Investigación de Recursos Biológicos Alexander Von Humboldt, 2020); asimismo, 
el 43 % de la población rural es pobre, y el 48 % está en condición de vulnerabilidad 
(pnud, 2021); y, además, el conflicto armado ha dejado 338 611 víctimas, según la 
Sala de Reconocimiento de Verdad de la Jurisdicción Especial para la Paz (2023).

Por lo anterior, el fortalecimiento de la implementación de los proyectos de psa 
tiene una especial relevancia en países como Colombia, ya que estos incentivos 
pueden llegar a contribuir significativamente a lograr la paz en los territorios, 
a conservar los ecosistemas que sustentan la vida y la economía, y finalmente, 
a contribuir al desarrollo de las comunidades rurales, históricamente olvidadas, 
en las cuales se sustenta la calidad de vida de toda la población, orientando el 
camino desde una economía predominantemente extractivista hacia una conser-
vacionista, que dé lugar al crecimiento económico, la protección y conservación 
del medioambiente y la reducción de las desigualdades de manera conjunta.

Marco de referencia

Desde su formulación en la década de 1970, la noción de servicios ecosistémicos 
ha pasado de un propósito principalmente pedagógico a incorporarse en instru-
mentos económicos y estructuras de mercado (Gómez-Baggethun et al., 2010). 
Se entiende por servicios ecosistémicos los beneficios que las personas reciben de 
los ecosistemas, ya sean ecológicos, culturales o económicos, agrupados en cua-
tro categorías: aprovisionamiento (bienes de consumo como agua y alimentos), 
regulación (beneficios derivados del control de procesos como el clima local o la 
polinización), culturales (beneficios inmateriales como el turismo o las activida-
des recreativas) y soporte (procesos ecológicos que sustentan los demás servicios, 
como la fotosíntesis o la formación de suelo) (Millennium Ecosystem Assessment, 
2005; Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible e Instituto de Investigación 
de Recursos Biológicos Alexander von Humoldt, 2017).
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Sin embargo, la disponibilidad de estos servicios se ve comprometida por pre-
siones constantes sobre los usos del suelo, lo que pone en riesgo su continuidad y 
afecta a quienes dependen de ellos. Por lo cual surge la inminente necesidad de 
definir arreglos institucionales para su gestión, dado que las características propias 
de cada tipo de servicio influyen en las estructuras de gobernanza más efectivas 
(Nsoh, 2022).

En este marco, los Pagos por Servicios Ambientales (psa) se proponen como 
un mecanismo de compensación que reconoce el valor económico de los servicios 
provistos por los ecosistemas. Mediante acuerdos contractuales, se establece la 
relación entre quienes se benefician de estos servicios y las personas que habitan y 
manejan los ecosistemas, con el objetivo de incentivar prácticas de uso del suelo y 
conservación que aseguren la continuidad de su provisión, mediante un mercado 
de servicios ambientales (Castañeda et al., 2013; Wunder, 2015).

Según Deryugina et al. (2021), cuando los costos de coordinación son elevados, 
los acuerdos privados tienden a fracasar; sin embargo, los psa pueden constituir me-
canismos eficaces para internalizar externalidades, proporcionando salidas viables 
cuando los instrumentos regulatorios tradicionales resultan insuficientes.

Como señalan Börner et al. (2017), los psa no operan de manera aislada, sino 
en combinación con otros instrumentos dentro de “policy mixes”, lo que permite 
complementar la acción del mercado con la intervención estatal mediante subsi-
dios o impuestos (Wunder, 2015; Aerni, 2016).

En tal sentido, los esquemas de psa han evolucionado desde modelos pura-
mente transaccionales, tipo Coase (1960), hacia enfoques más complejos que 
integran dimensiones socioecológicas. Muradian et al. (2010) proponen entender 
los psa no como simples transacciones de mercado, sino como “transferencias de 
recursos entre actores sociales orientadas a crear incentivos para alinear decisiones 
individuales o colectivas con el interés social en el manejo de recursos naturales” 
(p. 1205), lo que pone sobre la mesa un concepto clave en este tipo de proyectos: 
la relevancia de la colectividad sobre la individualidad, así como la incorporación 
de la visión de mercado que propone ver un servicio ambiental como mercancía.

De esta manera, los psa deben entenderse como mecanismos adaptativos que 
integran teoría económica y diversos contextos sociales de la ruralidad. Su diseño 
exitoso requiere reconocer los conflictos por el uso del suelo, equilibrar intereses 
múltiples, establecer estándares de pago que reflejen el valor económico real de 
los servicios ecosistémicos, así como la disposición a pagar de quienes reciben el 
beneficio y la disposición a aceptar el pago de quienes proveen el servicio (Wunder, 
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2015; Börner et al., 2017). Esta visión integrada fortalece su papel como herramien-
ta pragmática de conservación frente a los límites de los enfoques regulatorios 
tradicionales de comando y control (Aerni, 2016; Wunder et al., 2020; Le et al., 
2024).

En el contexto colombiano, el Decreto Ley 870 de 2017 surge del Acuerdo Final 
para la Paz (Gobierno de Colombia y farc-ep, 2016), con el objetivo de integrar 
a las comunidades rurales, haciendo partícipes tanto a las víctimas del conflicto 
armado como a las comunidades étnicas en la restauración y conservación de 
ecosistemas. La norma estipula que, en territorios indígenas y comunidades afro-
colombianas, los proyectos deben garantizar el reconocimiento de los saberes y 
prácticas tradicionales, así como la participación y autonomía de la comunidad. 
Por su parte, la Plataforma Intergubernamental de Biodiversidad y Servicios Eco-
sistémicos (ipbes) desarrolla sus evaluaciones involucrando activamente los aportes 
de funcionarios gubernamentales, comunidades locales e indígenas y organizacio-
nes de la sociedad civil, lo que asegura una visión integral de los conocimientos 
adquiridos para la planeación e implementación de proyectos de psa (Aranguren 
et al., 2017).

En el caso de la cuenca del río Otún, por ejemplo, el incentivo enfrenta di-
versas dificultades. Por un lado, la falta de credibilidad en los proyectos estatales 
genera desconfianza en los propietarios de la tierra y, como consecuencia, una baja 
participación; a su vez, los proyectos se ven amenazados por grupos guerrilleros o 
por carencias en infraestructura que dificultan la accesibilidad en algunas zonas 
del país. Por otro lado, la continuidad del incentivo se ve afectada por la falta de 
recursos económicos, ya que su financiación depende de donaciones voluntarias 
que carecen de obligatoriedad, lo cual afecta considerablemente las obligaciones 
estipuladas en el Decreto Ley 870 de 2017 (Hernández, 2023).

Por lo anterior, lo planteado por Thompson (2021), cobra mayor sentido, te-
niendo en cuenta que su argumento se centra en que la credibilidad institucional 
emerge como factor crítico para el éxito de estos modelos complejos, lo que requie-
re enfoques flexibles, adaptativos y contextualmente apropiados; de otro modo, los 
proyectos son muy vulnerables al fracaso.

En este orden de ideas, la gobernanza desempeña un papel crucial en la ejecu-
ción y seguimiento de los psa, ya que es clave reconocer la complejidad inherente 
de los sistemas socioecológicos. Para ello, Metzger et al., (2021) proponen cua-
tro modos principales de gobernanza: jerárquica, científico-técnica, colaborativa 
adaptativa y del comportamiento estratégico. La evidencia demuestra que, cuando 
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se configura apropiadamente para incorporar pensamiento relacional y procesos 
colaborativos, puede servir efectivamente como palanca transdominios capaz de 
catalizar transformaciones hacia la sostenibilidad (Metzger et al., 2021).

Dicha gobernanza debe contemplar como eje central la integración de la po-
blación rural, ya que son quienes sustentan la conservación de ecosistemas; por lo 
tanto, es clave conciliar los intereses de los diferentes actores, incluidos los propie-
tarios de la tierra, promoviendo el uso sostenible del suelo.

Por lo anterior, el uso de la Metodología del Marco Lógico (mml) resulta 
pertinente y coherente, teniendo en cuenta que su enfoque se sustenta en la partici-
pación interactiva y el planteamiento de escenarios junto con los múltiples actores 
involucrados en los proyectos, lo que facilita la gestión, la toma de decisiones y 
la calidad de las propuestas de mejora que se plantean en contextos complejos 
(Naciones Unidas, 2015).

Adicionalmente, la mml ha demostrado gran eficacia en la evaluación de pro-
gramas sociales y la aplicación de políticas de desarrollo, lo que permite conocer 
la incidencia y el grado de cumplimiento de los proyectos; a su vez, posee he-
rramientas clave que permiten articular sistemas socioecológicos complejos que 
requieren de un análisis sistémico, integrando los tres pilares de la sostenibilidad 
(económico, social y ambiental), que son elementos interrelacionados esenciales 
para la transformación territorial.

La mml tiene un respaldo institucional importante, teniendo en cuenta que 
es una herramienta de obligatorio uso en el área de planeación en Colombia y 
cuenta con el aval de organismos internacionales como el Banco Mundial, la 
cepal, el bid y la oea, ya que se ha convertido en una herramienta clave para la 
identificación de problemáticas centrales y, a partir de allí, elaborar una ruta para 
establecer estrategias de solución. Al requerir un análisis riguroso de involucrados, 
problemas, objetivos y alternativas, asegura que la estrategia seleccionada para el 
psa sea pertinente, eficiente y eficaz (Naciones Unidas, 2015).

Métodos

A continuación, se describen los métodos utilizados para llevar a cabo la investiga-
ción. Asimismo, se establecen el enfoque y el diseño empleados, los instrumentos 
y técnicas de recolección de información, el proceso metodológico y el trabajo de 
campo realizado a lo largo del proyecto.
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Enfoque y diseño de investigación

La presente investigación se enmarca en el enfoque cualitativo, con un diseño 
inductivo que parte de la exploración empírica en el territorio y en las experien-
cias de los actores involucrados en los esquemas de psa vigentes durante el 2023 
en la cuenca del río Otún. Este enfoque permite comprender en profundidad las 
percepciones, valoraciones y prácticas asociadas a la implementación del Decreto 
Ley 870 de 2017, desde la mirada de quienes participan y operan estos esquemas.

Instrumentos y técnicas de recolección de la información

Para la recolección de datos se utilizaron dos fuentes principales:

■■ Fuentes secundarias: incluyen documentos normativos, informes técnicos, 
registros institucionales y bases de datos provenientes de entidades como la 
carder, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y la corporación 
Masbosques. Estos insumos permitieron caracterizar los proyectos vigentes, 
identificar beneficiarios y contextualizar el marco normativo.

■■ Fuentes primarias: se aplicaron entrevistas estructuradas tanto a funciona-
rios de entidades gubernamentales e institucionales como a la totalidad de 
las familias (siete núcleos familiares) beneficiarias activas de los psa en la 
cuenca del río Otún. La elección del universo completo de beneficiarios 
permitió obtener una visión integral de la implementación del Decreto Ley 
870 de 2017 en el área de estudio, bajo un criterio de muestra intencional 
total.

■■ Las entrevistas fueron diseñadas con base en los lineamientos de la Metodo-
logía del Marco Lógico (mml), y permitieron recopilar información sobre:

•• Cambios percibidos en los ecosistemas y en el uso del suelo.
•• Especies conservadas.
•• Monto, cumplimiento y percepción del incentivo recibido.
•• Herramientas de seguimiento utilizadas.
•• Fortalezas, debilidades y sugerencias para la mejora del programa.
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El diseño de instrumentos consideró principios de confiabilidad y validez en 
investigación cualitativa, como la triangulación de fuentes, la saturación teórica y 
la coherencia contextual de las preguntas, lo cual refuerza el rigor metodológico 
del estudio.

Proceso metodológico

La investigación se desarrolló a partir de las etapas propuestas por la mml, avalada 
por organismos multilaterales como el Banco Mundial, el Banco Interamericano 
de Desarrollo (bid), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos (ocde), entre otros. La mml resulta pertinente por su enfoque participativo, 
prospectivo y estratégico, orientado a mejorar la toma de decisiones en la planifi-
cación y evaluación de proyectos.

El proceso se detalla a continuación:

1.	 Análisis de involucrados: identificación y caracterización de los actores re-
levantes en el esquema psa en la cuenca del río Otún, con base en fuentes 
secundarias institucionales (véase la figura 1).

Figura 1. Análisis de involucrados

Fuente: adaptado de Ortegón et al. (2005).
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2.	 Recolección de información primaria y secundaria: solicitud de registros 
oficiales a la carder y Masbosques, complementada con entrevistas estruc-
turadas a beneficiarios y funcionarios.

3.	 Visitas de campo: reconocimiento de los predios vinculados al psa, desarro-
llo de entrevistas in situ con las familias y observación directa del contexto 
territorial.

4.	 Análisis del problema: sistematización y categorización de los hallazgos para 
la construcción del árbol de problemas.

Trabajo de campo

El trabajo de campo se desarrolló en dos fases:

■■ Primera fase: recolección de información documental en entidades gu-
bernamentales y visita a predios de las siete familias beneficiarias para la 
aplicación de las entrevistas estructuradas.

■■ Segunda fase: socialización de resultados; una vez procesada y analizada la 
información, se planteó una nueva ronda de visitas o encuentros presencia-
les y virtuales, según la ubicación geográfica de los actores seleccionados 
(Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Corporación Masbosques, 
carder y familias beneficiarias), lo cual permitió contrastar y complementar 
los hallazgos preliminares, fortaleciendo la validez del análisis.

Para garantizar el rigor metodológico, se aplicaron criterios fundamentales de la 
investigación cualitativa: credibilidad, mediante la triangulación de fuentes y va-
lidación participativa; transferibilidad, a partir de una caracterización detallada 
del contexto; dependencia, mediante la pista de auditoria (audit trail), con registro 
sistemático de los procedimientos, y objetividad, mediante la trazabilidad y aper-
tura a múltiples perspectivas. Estos criterios respaldan la solidez de los hallazgos, 
y permiten dar respuesta a la pregunta de investigación sobre la aplicabilidad del 
Decreto Ley 870 de 2017 en la cuenca del río Otún.
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Resultados

En los proyectos de psa intervienen diferentes entes que cumplen diversos roles. 
Por un lado, se tiene una amplia participación de entidades gubernamentales, 
que son garantes de aunar esfuerzos para que los psa puedan desarrollarse en los 
territorios. Por otro lado, están las entidades financiadoras, públicas o privadas, 
que suministran los recursos para llevar a cabo los proyectos. Finalmente, están 
los beneficiarios de los incentivos, quienes comúnmente son familias campesinas 
que garantizan la conservación de los ecosistemas ubicados en sus predios y que 
cumplen con los requisitos establecidos por el Decreto Ley 870 de 2017.

Asimismo, intervienen de manera indirecta las organizaciones e instituciones 
que son fuentes de información importante, como universidades, juntas de acción 
comunal, gremios y organizaciones colectivas; y, finalmente, también participan 
las empresas de acueductos y las entidades que dan soporte legal en la estructu-
ración de los psa.

Para el desarrollo de la investigación, se elaboró una lista de todos los actores 
involucrados en el desarrollo de los proyectos de psa a nivel nacional, los cuales 
fueron clasificados de acuerdo con sus características y, posteriormente, fueron 
catalogados según su posición de apoyo u oposición, su grado de poder para inter-
venir y su nivel de involucramiento en su desarrollo (véase la tabla 1).

Los actores seleccionados para la realización de entrevistas, y en general para 
el desarrollo del estudio, fueron aquellos que presentaban una posición de apoyo, 
un alto grado de poder y de involucramiento alto, y que se relacionaban de manera 
directa a escala local con el desarrollo de los psa en la cuenca del río Otún. Esto 
dio como resultado la selección de la Corporación Masbosques, la Corporación 
Autónoma Regional de Risaralda (carder), el Ministerio de Ambiente y Desarro-
llo Sostenible y las familias beneficiarias.
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Tabla 1. Clasificación de actores

Clasificación Actores

Po
si

ci
ón

G
ra

do
 d

e 
po

de
r 

G
ra

do
 d

e 
in

vo
lu

cr
am

ie
nt

o 

Articulación 
institucional

Corporación Masbosques Apoyo Alto Alto

Corporación Autónoma Regional de Risaralda (carder) Apoyo Alto Alto

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible Apoyo Alto Alto

Departamento Nacional de Planeación (dnp) Apoyo Alto Alto

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social Apoyo Alto Bajo

Ministerio de Agricultura (Agencia Nacional de Tierras y 
de Desarrollo Rural)

Apoyo Alto Alto

Ministerio de Comercio Industria y Turismo Apoyo Alto Alto

Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (anla) Apoyo Alto Alto

Alcaldías Municipales Apoyo Alto Alto

Gobernaciones Apoyo Alto Alto

Financiadores
Empresas privadas Apoyo Alto Medio

Empresas de servicios públicos (financiadoras) Apoyo Alto Medio

Beneficiarios Familias beneficiarias del incentivo Apoyo Alto Alto

Fuentes de 
información

Unidades Municipales de Asistencia Técnica 
Agropecuaria (umata) 

Apoyo Medio Medio

Juntas de acción comunal (jac) Apoyo Medio Medio

Universidades Apoyo Medio Medio

Colectivos de Custodios de Semillas Apoyo Bajo Bajo

Gremios Apoyo Medio Medio

Acueductos 
favorecidos por 
los psa

Empresa de Acueducto y Alcantarillado Aguas y Aguas 
de Pereira

Apoyo Bajo Bajo

Asociación de Acueductos Comunitarios o Veredales Apoyo Bajo Bajo

Soporte legal Superintendencia de Notariado y Registro Apoyo Bajo Medio

Fuente: Hernández (2023).
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Por su parte, la recolección de información secundaria sobre los beneficiarios del 
incentivo se presenta en la tabla 2. Se hicieron evidentes tres entidades finan-
ciadoras de los psa implementados con siete familias beneficiarias, distribuidas 
en tres municipios del departamento de Risaralda, todas ubicadas en la cuenca 
alta del río Otún, zona considerada de mayor prioridad de conservación según la 
carder (2017).

Tabla 2. Información general de las familias beneficiarias del psa en la cuenca del río Otún

Familia 
beneficiaria

Entidad financiadora Municipio Vereda Finca

1 Suzuki Motor Pereira El Porvenir La Divisa

2 Suzuki Motor Dosquebradas Alto del Toro El Vergel

3
Empresa de Energía 
de Pereira S.A. E.S.P

Santa Rosa de Cabal Volcanes Uruguay

4
Empresa de Energía 
de Pereira S.A. E.S.P

Santa Rosa de Cabal El Cedralito El Cedral

5
Empresa de Energía 
de Pereira S.A. E.S.P

Pereira Plan El Manzano Yanuba

6 Estatal de Seguridad Santa Rosa de Cabal
San Juan San 
Marcos

San José

7 Estatal de Seguridad Pereira El Porvenir El Bosque

Fuente: elaboración propia con base en datos de Hernández (2023), BancO2 (s. f.b), D. M. Osorio (comu-
nicación personal, 2 de agosto de 2022) y carder (comunicación personal, 21 de marzo de 2023).

Las familias beneficiarias son propietarias de los terrenos en donde se conservan 
las hectáreas de bosque que hacen parte del proyecto. Fueron seleccionadas a 
partir de visitas de funcionarios de la carder, en las que se realizaron caracteri-
zaciones de los predios, verificando el estado de conservación del bosque, que el 
área a conservar sea mínimo de 1 ha, la presencia de especies nativas y endémicas 
de fauna y flora, cuerpos de agua, titularidad de los predios, la inexistencia de 
infracciones ambientales y categoría del Sisbén.

La ejecución de las entrevistas permitió determinar que existe un fuerte arraigo 
por el territorio y la naturaleza por parte de los beneficiarios. En su mayoría, han 
vivido y heredado estos predios de generación en generación. La familia con menor 
permanencia en el territorio lleva 18 años, mientras que la más antigua reside allí 
hace más de 150 años.
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Sus familias son numerosas; en promedio, habitan cinco personas por predio. 
Sin embargo, una de las familias manifestó estar conformada por veinte personas. 
Los beneficiarios no se reconocen como pertenecientes a comunidades étnicas 
ni como víctimas del conflicto armado, excepto por uno de ellos, quien resaltó la 
presencia constante del Ejercito Nacional y de la guerrilla en el 2010, los frecuen-
tes bombardeos cerca de su predio y las situaciones de intimidación para obtener 
alimentos.

En cuanto a su ubicación, se resalta que se encuentran en una zona estratégica 
a nivel ambiental, teniendo en cuenta que allí existen ecosistemas bajo alguna 
categoría de protección, como se observa en la figura 2. Por lo tanto, la ejecución 
de los psa en esta zona cobra mayor importancia, ya que, debido a las limitaciones 
normativas en las actividades productivas permitidas, se brinda una alternativa 
viable basada en la conservación de los ecosistemas presentes en los predios.

Figura 2. Mapa de localización de los beneficiarios del psa y las zonas de importancia 
ambiental en la cuenca del río Otún

Fuente: Hernández (2023).
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Debido a la ubicación estratégica de los beneficiarios, todos pertenecen a la línea 
de conservación BancO2 Bio, centrada en el cuidado de la biodiversidad que habi-
ta en estos ecosistemas (T. Carmona, comunicación personal, 17 de abril de 2023). 
Asimismo, cuentan con una gran riqueza hídrica en sus territorios, con presencia 
de múltiples nacimientos de agua, humedales, quebradas y ríos que abastecen no 
solo a usuarios en las veredas cercanas, sino que también forman parte de la red 
de abastecimiento de agua de Pereira y Dosquebradas.

Todos los beneficiarios se encuentran vinculados al incentivo desde el 2015. 
A cada familia se le compensa por la conservación de una hectárea de bosque, a 
pesar de tener una mayor área en custodia. El monto compensado mensualmente 
oscila entre los 46 y 69 usd por cada beneficiario; sin embargo, el pago no siem-
pre se cumple y no corresponde con lo establecido por la norma, la cual exige 
el cálculo del costo de oportunidad del área a compensar. Esto se debe a que el 
financiamiento de estos proyectos proviene de empresas privadas que brindan los 
recursos de manera voluntaria, por lo que no es posible exigir un monto mayor 
que cubra lo estipulado en el decreto. En su lugar, se ha optado por distribuir los 
recursos entre más beneficiarios para ampliar la cobertura.

No obstante, la implementación de los psa ha logrado cambios sustanciales, 
tanto en la economía de los beneficiarios como en los ecosistemas conservados. Si 
bien el monto compensado no es elevado, los beneficiarios manifiestan un gran 
agradecimiento, ya que constituye un ingreso fijo que no solo les ayuda a suplir 
algunas necesidades básicas, sino que ha sido clave para impulsar sus nuevos pro-
yectos productivos.

Los cambios en los usos del suelo son abismales, ya que los beneficiarios pasa-
ron de obtener su sustento a partir de la minería, los monocultivos, la ganadería 
intensiva, la cacería, las actividades pecuarias o el empleo externo debido a la im-
productividad de sus predios, a dedicarse a la conservación de cultivos ancestrales, 
la custodia de semillas, el establecimiento de viveros y la práctica de la agroeco-
logía con una amplia variedad de productos (frutas, hortalizas, granos, verduras, 
plantas aromáticas, entre otros). Esta transformación dio lugar a la conformación 
de asociaciones campesinas que comercializan sus productos orgánicos en una 
tienda agroecológica ubicada en el centro de Pereira, llamada “El Cogollo”, ne-
gocio atendido y administrado directamente por ellos, sin intermediarios, lo que 
ha permitido mejorar sus ingresos y recibir una remuneración mayor por su labor 
(véase la figura 3).
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Figura 3. Tienda agroecológica “El Cogollo”

Fuente: Hernández (2023).

Uno de los beneficiarios se ha dedicado a cultivar café de sombra a partir de semi-
llas originarias del territorio desde hace más de un siglo; mientras que otro dedicó 
su jubilación a convencer a sus vecinos de que el camino correcto es la conserva-
ción del medioambiente, y logró conformar una Reserva Natural de la Sociedad 
Civil de 80 hectáreas, llamada Los Cristales, hace 23 años. Asimismo, su predio 
ha sido convertido en un hogar de paso para las abejas y avispas que logra rescatar 
de lugares en donde generan conflicto; allí las cuida por meses hasta que la col-
mena se vuelve productiva, para entonces donarla a fundaciones de apicultores, 
con el fin de que desarrollen emprendimientos a partir de la conservación de estos 
insectos (véase la figura 4).
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Figura 4. Hogar de paso para las abejas y avispas

Fuente: elaboración propia.

Adicionalmente, ha liderado la gestión y recolección de aceites de cocina usados 
de los restaurantes de la zona, los cuales comercializa para la producción de bio-
diésel; y en su predio brinda un espacio para la educación ambiental, en el que 
ofrece charlas gratuitas a estudiantes de colegios, universidades y del sena acerca 
de la conservación de estos ecosistemas estratégicos y de la importancia de prote-
ger a las abejas.

Los cambios registrados han permitido mantener el hábitat de una inmensa 
variedad de especies de fauna que los mismos beneficiarios han podido registrar. 
En sus territorios anidan diversas aves endémicas en peligro de extinción, como 
la pava caucana; se avistan aves migratorias y habitan osos perezosos, guatines, 
pumas, monos aulladores, zarigüeyas, lobos, tigrillos, dantas y murciélagos, entre 
muchos otros mamíferos, reptiles e insectos, los cuales prestan servicios clave para 
el equilibrio de los ecosistemas.
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Adicionalmente, algunos de los beneficiarios han identificado cambios positivos 
en cuanto al aumento de los caudales de algunas quebradas y, como consecuencia, 
un menor impacto de las sequías, que cada vez son más fuertes por el cambio 
climático. También se ha registrado una reducción en la migración de las abejas y 
el aumento de nidos de diferentes especies de aves en los árboles que hacen parte 
de las áreas conservadas.

En cuanto a la percepción de los funcionarios entrevistados de las entidades 
seleccionadas, quienes cumplen diferentes roles en la ejecución de los psa, se 
encontró que coinciden en que los proyectos son exitosos, no solo en la cuenca 
del río Otún, sino en el país en general, ya que, como resultado de los procesos de 
seguimiento y evaluación, se observa que los psa han permitido mejorar la calidad 
de vida de las familias beneficiarias, al diversificar sus actividades productivas, lo 
que las hace menos vulnerables a nivel económico. A su vez, resaltan resultados 
significativos a nivel ambiental, por lo cual manifiestan que estos proyectos tienen 
un potencial enorme en un país megadiverso como Colombia (Instituto de Inves-
tigación de Recursos Biológicos Alexander von Humboldt, 2020).

Sin embargo, la implementación del incentivo enfrenta diversos desafíos que 
limitan su expansión y adecuado funcionamiento. En este sentido, junto con los 
actores involucrados, se identificaron las principales problemáticas que afectan la 
implementación de los psa en la cuenca, entre las que se destacan: la desconfianza 
y baja credibilidad de la población en los proyectos estatales; la falta de claridad 
normativa en cuanto a los lineamientos de implementación; los conflictos con 
la titularidad de los predios por parte de los aspirantes a beneficiarios; la falta de 
educación ambiental y de conocimiento sobre los servicios que prestan los ecosis-
temas; las dificultades que experimentan las comunidades rurales para suplir sus 
necesidades básicas, lo que impide que el monto compensado se invierta en las 
actividades productivas sostenibles; la postulación de aspirantes que no se encuen-
tran en condición de vulnerabilidad; y, finalmente, la falta de recursos económicos 
recaudados para financiar los psa.

A partir de la socialización de dichas problemáticas con todos los actores in-
volucrados, se determinó que el problema central que actualmente amenaza la 
continuidad de los proyectos de psa en la cuenca estudiada corresponde al escaso 
recaudo de recursos para su financiación. Por ello, se construyó un árbol de proble-
mas en torno a esta situación, con el fin de identificar sus causas y efectos (véase 
la figura 5).
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Discusión

Los resultados obtenidos reflejan un estancamiento en cuanto a la expansión de 
la implementación de los psa en la cuenca estudiada, ya que los beneficiarios del 
incentivo que hicieron parte de esta investigación son los únicos que han partici-
pado en estos proyectos desde el 2015, y sus áreas conservadas representan apenas 
el 0,01 % del área total de la cuenca. Esto llama la atención, teniendo en cuenta 
que el territorio cuenta con todas las características para que allí se fortalezcan 
estos proyectos y puedan ser beneficiadas muchas otras familias campesinas.

Sin embargo, a pesar de la limitada cobertura del incentivo, se ha logrado 
proteger un ecosistema que alberga una enorme biodiversidad y, a su vez, se ha 
permitido que los beneficiarios obtengan su sustento a partir de actividades que 
no solo tienen un bajo impacto ambiental, sino que les permite estar en sintonía 
con la naturaleza, con su filosofía y con su arraigo por el territorio.

Es decir que, si se analizan los resultados partiendo del hecho de que los pro-
yectos de psa estudiados, se centran en la conservación de la biodiversidad, la 
labor ha sido gratificante y exitosa, teniendo en cuenta que los funcionarios de la 
carder y los beneficiarios manifiestan la presencia constante de una gran variedad 
de especies en sus territorios, algunas clasificadas en peligro de extinción, lo que 
permite afirmar que estas áreas conservadas han sido claves para la protección de 
la biodiversidad en el territorio.

Sin embargo, si el análisis se enfoca en el cumplimiento de lo estipulado en el 
Decreto Ley 870 de 2017, existen discrepancias que deben ser mencionadas y cues-
tionadas. Por un lado, la investigación arroja que la implementación de los psa en 
la cuenca estudiada se ve seriamente afectada por la naturaleza de voluntariedad 
que le otorga la norma (art. 18), ya que no establece ningún tipo de obligación 
para los financiadores de los proyectos. Esto se traduce en la irregularidad de los 
pagos y en la compensación de un monto menor a lo reglamentado, dado que el 
decreto estipula que el valor debe calcularse mediante el costo de oportunidad de 
las actividades que los beneficiarios realizaban antes de ser modificadas.

No obstante, vale la pena resaltar que las causas de la problemática central no 
se limitan únicamente a lo que estipula el decreto que regula los psa. También 
existe una responsabilidad significativa por parte de las entidades estatales a escala 
nacional, departamental y local, teniendo en cuenta que el incentivo tiene diversas 
fuentes de financiación; sin embargo el desconocimiento de la normatividad, la 



Equidad Desarro. issn 1692-7311 • e-issn: 2389-8844 • n.º 48 • mayo-agosto del 2026

Alejandra Hernández Rodríguez  •  Héctor Fernando Rueda Rodríguez  •  Diana Marcela Mendoza Salazar

22

falta de gobernabilidad del Estado y, sobre todo, la ausencia de voluntad política, 
afectan de manera directa la financiación de este tipo de proyectos.

Por otro lado, la norma estipula que los proyectos no deben tener una duración 
superior a los cinco años, periodo en el cual se asume que los beneficiarios pueden 
crear y fortalecer sus proyectos productivos para dar lugar a nuevos participantes. 
Sin embargo, en la cuenca se han mantenido los mismos beneficiarios desde hace 
ocho años, lo que no solo incumple la norma, sino que también limita la amplia-
ción de la cobertura del incentivo en el territorio.

No obstante, las fallas que se identificaron no han puesto en riesgo la continui-
dad de los proyectos productivos sostenibles que ahora desarrollan los beneficiarios, 
ya que la implementación del incentivo ha logrado fortalecer el arraigo por su 
territorio y por las áreas que conservan, al punto de que todos manifestaron su 
intención de seguir protegiendo estos ecosistemas, incluso en caso de dejar de 
recibir la remuneración actual. Esto se debe a que su compromiso ahora es con la 
naturaleza y con los múltiples usuarios que dependen de ellos para garantizar el 
agua para su consumo, lo que refleja un cambio de pensamiento a nivel ambiental 
y social que beneficia a la comunidad en general.

Lo anterior demuestra que los psa han logrado involucrar activamente a las 
comunidades rurales en las soluciones que se plantean frente a la presión constante 
que experimentan los ecosistemas, de los cuales dependen los servicios ambienta-
les que sustentan el bienestar de la humanidad. Asimismo, han permitido que los 
cambios en los usos del suelo sean positivos, no solo a nivel ambiental, sino tam-
bién a nivel social y económico. Además, han transformado la relación que tenían 
antiguamente estas familias con su entorno y han favorecido un mayor arraigo y 
aprecio por los bosques que los rodean.

Conclusiones

A partir del análisis de los resultados de esta investigación, los psa permiten brin-
dar una solución a múltiples problemáticas de manera integral, ya que a través de 
estos es posible involucrar a las comunidades rurales en la lucha contra el deterio-
ro ambiental, al brindarles una oportunidad de desarrollo económico sostenible, 
dignificar su labor como guardianes de la naturaleza y garantizar la protección de 
los ecosistemas que sustentan la vida humana.
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En la cuenca objeto de estudio se pudo hacer evidente que el sistema de aportes 
voluntarios en el que se fundamenta el pago del incentivo afecta de manera sustan-
cial la implementación de este tipo de proyectos, ya que, al considerarse como un 
compromiso que carece de obligatoriedad, las entidades compensantes no aportan 
el valor correspondiente a lo estipulado por ley ni lo hacen de manera oportuna. 
Por lo cual, es clave subsanar las falencias económicas que experimentan este 
tipo de iniciativas y remunerar a los beneficiarios un monto justo por los servicios 
ambientales conservados.

Los resultados obtenidos en cuanto a la conservación de la biodiversidad son 
muy satisfactorios, ya que los beneficiarios del incentivo reportan un gran número 
de especies de fauna que frecuentan sus predios, algunas de ellas en peligro de 
extinción.
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